Carátula 


SEÑOR NIN NOVOA.- No encontrándose presente el Presidente de la Comisión y estando de licencia 
el Vicepresidente, corresponde nombrar un Presidente ad hoc. 


SEÑOR DA ROSA.- Formulo moción para que actúe como Presidente ad hoc el señor Senador Nin 
Novoa. 


(Apoyados) 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Nin Novoa) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 14 y 43 minutos) 


-Abordamos el primer punto del orden del día, que es la Carpeta 176/2010, “Contrato de 
Arrendamiento”, relacionada con un proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes y 
modificaciones propuestas por el señor Senador Pasquet. 


Por tal razón, le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR PASQUET.- Este proyecto de ley fue presentado antes de saber que había uno similar en la 
Cámara de Representantes, razón por la cual se plantea un pequeño problema de redacción, donde 
dice “Exceptúase, asimismo,...”, que habrá que corregir para ajustarla al texto del artículo 1.782 del 
Código Civil, teniendo en cuenta, además, la modificación ya aprobada en la otra Cámara. Pero esto es 
secundario. 


La cuestión de fondo es bien sencilla. Cuando se aprobó el Código Civil en el siglo XIX, se 
estimaba que quince años era un plazo razonable para servir de máximo respecto al arrendamiento. 
Las circunstancias económicas fueron cambiando, cada vez más quedó en evidencia que había ciertas 
inversiones que requerían plazos mayores para su concreción y, entonces, en los años veinte se 
sancionó una primera modificación de la norma del Código Civil que llevó el plazo máximo a treinta 
años. Posteriormente se sancionaron otras modificaciones en el mismo sentido y por el mismo motivo. 
La más reciente es la relativa a los predios dedicados a la forestación, en los cuales, por imperio de la 
Ley N* 17.555, del año 2002, el plazo máximo que pueden estipular las partes es también de treinta 
años. Ahora bien, ¿qué sucede? Que hay otras actividades que están reclamando plazos similares 
para que la inversión madure y tenga sentido económico realizarla. Eso es lo que inspira el proyecto de 
ley que cuenta con media sanción de la Cámara de Representantes, así como también la posibilidad 
de generar energía eléctrica en algunos predios, para lo cual el plazo de 15 años no es suficiente. Por 
lo tanto, me parece que en lugar de sancionar cada tantos años -con una frecuencia cada vez más 
apretada- nuevas normas que amplíen la posibilidad de que las partes pacten un plazo de 30 años, 
convendría adoptar una fórmula genérica y establecer que cuando el destino sea la industria, el 
comercio o la agropecuaria, se podrá pactar un plazo de 30 años. De ese modo contemplaríamos 
globalmente una situación que se manifiesta con más frecuencia en distintos campos de actividad. 


En definitiva, el plazo quedaría librado a la voluntad de las partes, fijándose como tope 30 
años. Ese es el sentido de la propuesta que, hasta donde he podido palpar, cuenta con el apoyo y el 
beneplácito de los integrantes de la Cátedra de Derecho Civil y los profesores que estudian esa 
materia. 


SEÑOR DA ROSA.- En principio, estoy de acuerdo con la propuesta realizada por el señor Senador 
Pasquet porque me parece que es más amplia. En el proyecto de ley aprobado por la Cámara de 
Representantes se establece una excepción, que es el caso de la forestación; sin embargo, hay 
múltiples emprendimientos que pueden requerir plazos mayores. Como aquí estamos respetando la 
autonomía de la voluntad, porque son las partes las que, en definitiva, determinan el plazo, creo que es 
conveniente que la fórmula sea un poco más genérica, que no se refiera exclusivamente a la 


forestación, sino en general a inmuebles que tengan como destino la actividad comercial, industrial o 
agropecuaria, de forma tal de abarcar con mayor laxitud este tipo de situaciones. 


Por otra parte, siempre se mantendría el principio básico de respeto de la voluntad de las 
partes, porque si el dueño del predio no quiere pactar un plazo mayor a equis años, se contemplará su 
voluntad. En cambio, si la voluntad del titular del predio es llegar a un plazo más amplio por el interés 
de la inversión o del negocio que va a realizar, esa es su decisión y me parece que no hay una razón 
como para impedírselo. De manera que comparto la idea del señor Senador Pasquet porque entiendo 
que es más genérica y completa, e incluso da más claridad al proyecto de ley. Por supuesto que, en lo 
demás, estoy de acuerdo en acompañar el proyecto de ley tal como viene de la Cámara de 
Representantes. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Michelini) 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- La propuesta del señor Senador Pasquet me genera algunas 
dudas, aunque comparto la filosofía y la necesidad de modernizar el Derecho, considerando las nuevas 
realidades. Esas dudas se traducen, en algunos casos, en preguntas y, en otros, en consideraciones 
de índole política o, si se quiere, filosófico-social. Sin embargo, debo decir con total franqueza que no 
tengo una posición definitiva respecto al tema. 


Una de las primeras dudas que me asalta es que prácticamente solo queda fuera la actividad 
civil, es decir, la casa habitación -por decirlo de alguna manera- y todo lo que tiene que ver con el 
comercio, la industria o el arrendamiento agropecuario podría llegar a tener un plazo máximo -y 
téngase en cuenta que digo “podría” porque comparto lo expuesto por el señor Senador Pasquet en 
cuanto a la autonomía de voluntad- de treinta años. Propongo a los señores Senadores que por un 
momento hagamos el ejercicio de considerar que esta norma está vigente y que el plazo máximo es de 
treinta años. En nuestra vida profesional -quizás esto también se le ha planteado a algunos de nuestros 
colegas- nos encontramos, en primer lugar, con alquileres prolongados que, más allá de cómo se haya 
previsto el valor de las mejoras y la fórmula de reajuste del precio en el contrato de arrendamiento -no 
sólo en el área agropecuaria, sino también en la comercial e industrial- muchas veces dejan el dueño 
del inmueble atado a ese contrato que celebró y no puede renegociar las condiciones hasta que no se 
extinga. Por lo tanto, nos parece que cinco años es un lapso prudente, y así se establece en la media 
de los contratos en lo que tiene que ver con la industria y el comercio. Realmente tengo dudas en 
cuanto a la conveniencia de elevar ese máximo a treinta años, porque quizás se genere una corriente 
de contratos que modifique en cierto sentido algunas relaciones económicas de la vida social. Si se 
hicieran contratos a treinta años, se permitiría al inquilino realizar una serie de mejoras que le 
asegurarían el retorno luego de ese plazo, pero también podría pactarse que esas mejoras no 
quedaran en beneficio del inmueble. Quiere decir que la autonomía de la voluntad sigue jugando, y lo 
único que estamos haciendo es aumentar el plazo del contrato. 


Por otra parte, me pregunto si en algunas situaciones, frente a acreedores -aclaro que no 
estamos hablando del período de sospecha, sino del contrato a treinta años- no sería una muy buena 
forma de disimular la propiedad del bien y, de esa manera, sustraerla como garantía a los acreedores. 
Eso habilitaría situaciones de fraude a las que nos hemos enfrentado en nuestra actividad profesional. 
Ha ocurrido que uno se encuentra con un contrato extenso y que la persona es deudora del sistema 
bancario. Sin embargo, el contrato es válido porque no existe ninguna norma que lo vicie, pero se 
genera una situación de sospecha, ya que se presume que se utiliza el plazo contractual para disimular 
una situación frente a los acreedores. También puede haber intención de restarle valor al bien porque, 
por ejemplo, quien compre una propiedad alquilada a 20 años en un remate judicial, si tiene mejoras 
tendrá su valor, pero si suponemos la hipótesis inversa, en la que no hay ninguna mejora, puede 
suceder que el bien haya sido colocado en esa situación de locación para ocultarlo a los acreedores. 
Otras veces nos ha pasado que el precio se paga en forma anticipada y nosotros tenemos que 
“comernos” esa realidad. Existen las armas jurídicas para atacar ese contrato que fue simulado, pero 
reitero a los señores Senadores que mi duda -no es una opinión definitiva- es si esta ampliación del 
plazo tan genérica y no para emprendimientos específicos, no se convierte en un terreno peligroso que 
permite abonar ese tipo de situaciones que mencioné. 


Otro aspecto al que hace mención en su fundamentación el señor Senador Pasquet, y que 
me parece interesante, es lo que sucede cuando hay una situación de indivisión post hereditaria. En mi 
opinión, este problema se mantendría, porque puede ser que la voluntad del causante, en vida, haya 
sido arrendar por treinta años, pero luego los herederos se verían forzados a tener que respetar ese 


contrato sin poder disponer libremente del bien. No estamos hablando de aquellas situaciones en las 
que los involucrados son personas jurídicas -tal como explicitó el señor Senador en su 
fundamentación- sino de situaciones reales, en las que quienes alquilan son familias; si se tratara de 
una persona jurídica, el inconveniente no existiría. Pero pensemos en que no todos los locales de 
panaderías o de bares son de personas jurídicas; pueden ser de personas físicas y, entonces, se 
generan situaciones reales. 


Estas son algunas de las dudas que tengo, y me gustaría que los señores Senadores 
pudieran ilustrarme a los efectos de formarme una opinión definitiva. Comparto la filosofía de tratar de 
modernizar el Derecho, de acuerdo con los tiempos y las realidades. Había pensado en la posibilidad 
de encontrar una fórmula de avenencia pero, reitero, todavía no la tengo definida. Inclusive, fuera de la 
forestación, pensé que la propuesta de modificación de la norma, presentada por el señor Senador 
Pasquet, podría ampliarse para aquellos emprendimientos declarados de interés nacional si cuentan 
con el consentimiento de los titulares de la propiedad. Es decir, tenemos que buscar una fórmula que 
permita que esto no sea un instrumento que abra la ventana a situaciones de las que después nos 
podamos arrepentir y no haya vuelta atrás. 


Acompaño el proyecto de ley tal como fue aprobado por la Cámara de Representantes. No 
me opongo a incluir otras situaciones ni tampoco a considerar la propuesta de ampliación genérica; 
simplemente planteo cuáles son, a mi entender, los riesgos que hasta ahora le veo. Quizás si 
conversáramos un poco más sobre el tema, me convencería. 


SEÑOR GAMOU.- Básicamente, tengo las mismas inquietudes que plantea el señor Senador López 
Goldaracena. A mediados de la década de los ochenta, el gran negocio, fundamentalmente en lo que 
tiene que ver con los locales comerciales -que es un tema sobre el que conozco mucho- era comprar 
una llave, por ejemplo, de un bar, y efectuar un contrato de alquiler por un período largo, que en aquel 
momento significaba de ocho a diez años. ¿Por qué? Porque se consideraba que en ocho o diez años 
el precio del contrato cubría el valor del inmueble, ya que en aquel momento el reajuste era del 100% 
de la inflación, cualquiera fuera la moneda. Como dijo el señor Senador López Goldaracena, me 
parece que es demasiado riesgo arrendar un local comercial por treinta años, porque un bandido - 
siempre tenemos que pensar en esa posibilidad- puede llenar de papeles voladores todo el Uruguay y, 
cuando lo van a trancar, tiene alquilado un local. 


Creo que no estamos en condiciones de votar este proyecto de ley en el día de hoy sin antes 
buscar algún otro acuerdo, para no dejarlo circunscripto solamente al tema forestal. Coincido en la 
importancia de la declaración de interés nacional, pero me parece un poco fuerte -y no es que sea 
conservador- pasar de un plumazo de quince a treinta años, salvo para lo relativo a la casa habitación. 


Entonces, más allá del hecho de que estaríamos en condiciones de votar el proyecto de ley 
tal cual está, planteo la posibilidad de extender una semana más su consideración para buscar, a partir 
de las intervenciones de los señores Senadores López Goldaracena y Pasquet, una forma más 
transaccional. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Señor Presidente: las palabras del señor Senador reflotaron en mí 
una idea que no tuve tiempo de expresar en su momento. 


Quizás otra fórmula a explorar podría ser que, en aquellos casos en los que el arrendatario 
se obligue a realizar inversiones o mejoras por determinado porcentaje en relación con el valor del 
inmueble, que ello quede a beneficio del dueño al finalizar el contrato, extendiendo este último no ya a 
30, sino un poco más. Estoy buscando indicadores objetivos que impliquen evitar el problema en 
cuestión. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: por mi parte, tampoco estoy aferrado a la redacción propuesta 
ni me niego a considerar enmiendas que puedan surgir aquí -incluso, alguna que se me pueda ocurrir a 
mí mismo- de manera que no tengo ninguna actitud dogmática en el tema, ni mucho menos. 


Ciertamente, no se puede negar que existen algunos de los peligros que señala el señor 
Senador López Goldaracena. Esta iniciativa apunta a ampliar el margen de libertad de las partes y, 
donde aumenta la libertad, aumenta la posibilidad de equivocarse, de cometer errores, de jugar mal el 
propio interés y asumir compromisos que, a la larga, producen inconvenientes. En general, hemos 


optado por un sistema que permite a cada agente económico tomar las medidas que entienda más 
conducentes a la satisfacción de su propio interés -esta es la filosofía general del sistema- dejando 
fuera ciertas áreas que, a nuestro entender, merecen especial cuidado, como por ejemplo la del 
arrendamiento con destino a casa habitación -donde está en juego el interés de la familia o la vida 
civil, podríamos decir- y liberando la actividad comercial, industrial, etcétera. Ese es el marco filosófico 
general en el que esto se inscribe. 


¿Qué puede haber fraude a los acreedores? No hay duda de que sí lo puede haber, pero 
también podría haberlo en el caso de un arrendamiento con plazo máximo de 15 años, porque si a un 
ejecutante le dicen que hay un arrendamiento inscrito con un plazo de 30 o con uno de 15, para él es 
poca la diferencia. Imagino la desazón de ese pobre colega que se encuentra con ese dato, ya que 15 
ó 30, en este caso, es lo mismo. 


En cuanto a las dificultades en el ámbito sucesorio, opino lo mismo: puede haber problemas, 
pero también podría generarlos la existencia de un plazo de 15 años. 


Por lo tanto, tenemos los beneficios y los inconvenientes de una mayor libertad. Me parece 
que la corriente general de los acontecimientos y la reforma que el propio país va impulsando van en el 
sentido de favorecer la libertad. 


Considero que este proyecto de ley sancionado por la Cámara de Representantes se origina 
en el Poder Ejecutivo y no está referido a la forestación -que es una excepción que ya estaba 
consagrada- sino a la generación de energía eléctrica. Por tanto, vamos sumando parcelas, y si esta 
vez nos limitamos a agregar generación de energía eléctrica, dentro de unos años vamos a agregar 
otra cosa -quizás sean las grandes superficies del comercio o las inversiones que sean declaradas de 
interés nacional- porque el ritmo y la presión de la actividad económica tienden a eso; por esa razón 
hicimos esta propuesta. Pero, de todas maneras, no descartamos alguna otra fórmula que pudiera 
generar mayor acuerdo y, desde ese punto de vista, no tendríamos inconveniente en aplazar el 
tratamiento del tema para encontrar alguna solución que nos satisfaga más a todos. 


SEÑORA MOREIRA.- Manifestando mi total desconocimiento respecto de este tema y tomando 
conocimiento de él en estos momentos, quiero señalar lo siguiente. Cuando se abren excepciones con 
carácter específico, tienen una intencionalidad política clara. Entonces, por ejemplo, si abro una 
excepción para la forestación o para la energía eléctrica, quiere decir que estoy abriendo excepciones 
directamente vinculadas con mi proyecto de país productivo. Me parece que esta es la intención del 
mensaje del Poder Ejecutivo. 


Tengo entendido que la propuesta del señor Senador Pasquet es transformar la excepción en 
una norma general. Por mi parte, entiendo que existe una contradicción entre la propuesta de 
extenderlo en forma genérica y la de establecerlo en forma específica. Por ende, me gustaría que nos 
diéramos un poco más de tiempo -por ejemplo, un plazo de una semana- para tener la oportunidad de 
conversar con nuestros representantes vinculados a los emprendimientos agrícolas, a la Cámara de 
Industrias, y luego deslizar esta modificación propuesta por el señor Senador Pasquet en el ámbito de 
nuestra Bancada del Frente Amplio. 


De manera que solicitaría postergar la consideración de este proyecto hasta la semana 
próxima. 


SEÑOR DA ROSA.- Quería sumarme a las palabras que se han pronunciado en cuanto a damos un 
poco más de tiempo. 


Estamos ante un tema de suma importancia, del que derivan consecuencias económicas y 
jurídicas muy trascendentes y, por lo tanto, no podemos simplemente en una tarde tomar resolución a 
su respecto. Creo que sería prudente tomarnos unos días de reflexión y consulta a los efectos de sacar 
una conclusión; esto, sin perjuicio de coincidir en líneas generales con la moción y propuesta del 
Senador Pasquet y siempre pensando en mejorarla en la medida en que podamos, tomando debida 
cuenta de esas situaciones que podrían plantearse como anómalas, privilegiadas o favorecidas por 
esta modificación. Se me ocurre que este es el ánimo de todos, para que el trabajo de la Comisión 
continúe adelante de la mejor manera posible. 


Así pues, desde ya estoy de acuerdo en continuar considerando el proyecto de ley en la 
próxima sesión. 


SEÑOR ENCISO.- En la misma sintonía, y tal como lo habíamos comentado con el señor Senador 
Gallinal -miembro titular de la Comisión- también vimos la oportunidad de continuar el tratamiento de 
este tema tan importante en futuras sesiones de la Comisión, a los efectos de lograr un consenso 
verdaderamente amplio. 


SEÑOR NIN NOVOA.- Por mi parte, me gustaría brindar una brevísima opinión de carácter general. 


Me da la sensación de que, en materia de arrendamientos, la tendencia es ir hacia la 
liberalización y el acuerdo entre las partes. Entonces, si bien es cierto que no hay que legislar por las 
patologías, sino que ellas deben ser solamente tenidas en cuenta, también lo es que para algunos 
sectores, el ampliar los plazos de una manera excesiva podría ser una gran complicación, de acuerdo 
a lo que el propio señor Senador López Goldaracena explicaba hace unos momentos. En materia de 
arrendamientos rurales, por ejemplo, un plazo de 30 años constituye un período extensísimo, pues 
prácticamente se pasa de una generación a otra. Creo que deberíamos tener en cuenta algunas 
consideraciones que sucedieron en períodos anteriores, sobre todo en la época del 
sobreendeudamiento agropecuario. Hubo muchos empresarios que arrendaron los campos a nombre 
de sus hijos, precisamente para quedar exentos de una posible ejecución, porque cuando se iba a 
ejecutar un bien con un contrato de arrendamiento por treinta años, resultaba muy desalentador para 
quien pretendiera legítimamente hacerse cargo de la deuda que el ejecutado tenía. 


En base a las dos consideraciones que se han tenido en cuenta en la Sesión de hoy, me 
afilio a la posibilidad de estudiar el tema un poco más y dejar su resolución para la próxima semana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En virtud de que la consideración de este proyecto de ley se va a postergar, 
quisiera agregar un elemento adicional. 


Cuando hablamos de extender el plazo de quince a treinta años, lo hacemos en el entendido 
de que los emprendimientos -ya sea eólicos, forestales u otros- necesitan un plazo mayor para 
satisfacer su inversión y generar la ganancia correspondiente. Entonces, si hubiera un mecanismo -que 
alguien pudiera evaluar- a través del cual se exceptúe también a aquellos emprendimientos 
comerciales, industriales o agropecuarios cuyo propósito sea el de una inversión, estaríamos 
generando una regla más permanente para determinados emprendimientos y no solo para aquellos a 
los que hizo mención el señor Senador Nin Novoa. Voy a poner el ejemplo de una persona cuyo campo 
está sobreendeudado y logra un respiro alquilándolo por un plazo de quince años; por más que el valor 
de la tierra y el de los alquileres cambie, durante mucho tiempo el valor de ese bien no cambiará. 


Sé que estoy hablando de cosas que no deberían suceder, pero si el tema se refiere a 
emprendimientos de larga data, debemos encontrar una redacción que se ajuste a ello y se aplique a 
los casos de arrendamientos de campos, que no pueden superar los quince años y, si se hacen por 
más tiempo, caducan. 


Propongo que reflexionemos sobre esta iniciativa a fin de que la semana que viene estemos 
preparados para aprobar este texto u otro, porque ya hay licitaciones en curso que dependen de que 
se pueda o no contratar campos por mucho tiempo para emprendimientos eólicos. 


La Comisión de Constitución y Legislación pasa a considerar el segundo punto del orden del 
día: la Carpeta N* 165/2010, relativa a la creación de la Unidad Alimentaria de Montevideo. 


Quisiera manifestar que este asunto va a seguir figurando en el Orden del Día porque la 
Intendencia Municipal de Montevideo se comprometió a enviarnos las modificaciones. Estas no 
llegaron, pero si así hubiera sido, igual hubiese sido inútil, ya que la idea era realizar un comparativo 
entre nuestra propuesta y las modificaciones presentadas por la Intendencia Municipal de Montevideo 
en base a la discusión del día de hoy. Por lo tanto, nos vemos en la necesidad de dejar la 
consideración de este tema para la próxima sesión. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- ¿La nueva Intendenta Municipal tiene conocimiento oficial de este 
proyecto de ley? En caso afirmativo, me gustaría saber cuál es su opinión, así como la del gabinete 
municipal. 


SEÑOR DA ROSA.- Es muy pertinente el planteo del señor Senador López Goldaracena pues, más 
allá de que hay una continuidad del ejecutivo departamental electo que asume funciones el próximo 9 
de julio, porque responde al mismo partido político que la actual administración municipal, es evidente 
que se inicia un nuevo período, con una nueva titular y sus respectivos directores. 


Como dije el otro día, el proyecto de ley tal cual fue esbozado en el seno de esta Comisión, 
me parece muy interesante, creativo y de futuro, con transformaciones muy importantes y positivas, no 
solo para Montevideo, sino también para los productores, porque tendría consecuencias muy 
favorables en el tiempo. De cualquier manera, creo que se impondría escuchar la opinión de la señora 
Intendenta Municipal electa de Montevideo y de alguno de sus principales asesores, habida cuenta de 
que estamos legislando sobre un tema que, en muchos aspectos, tiene ribetes de competencia del 
Gobierno Departamental. Me parece que sería prudente escuchar el punto de vista sobre este 
proyecto de ley de quienes serán las autoridades departamentales de Montevideo para saber si 
coinciden plenamente con él o si consideran que es necesario corregirle algunos aspectos. Además, 
seguramente tendrán la posibilidad de preverlo con mayor precisión que nosotros, por el hecho de que 
están más inmersos en la temática municipal. 


Insisto, pues, en que sería prudente -atendiendo a lo que acaba de expresar el señor Senador 
López Goldaracena- que esta Comisión recibiera a la Intendenta electa en un plazo prudencial -no 
necesariamente tendría que hacerlo después de que asuma sus funciones; podría hacerlo antes de 
esa instancia, porque seguramente cerca de esa fecha tendrá una posición tomada sobre estos temas- 
a los efectos de escuchar su punto de vista y el de algunos de sus técnicos acerca de cómo ven este 
proyecto de ley, para luego ingresar en su análisis. 


SEÑORA MOREIRA.- Quisiera saber si este proyecto de ley está en esta Comisión porque se trata de 
la modificación de la figura jurídica y se prevé la creación de una persona pública no estatal. 


SEÑOR DA ROSA.- Así es, señora Senadora. 


SEÑORA MOREIRA.- No obstante estar de acuerdo con el señor Senador Da Rosa en el sentido de 
que sería oportuno que las nuevas autoridades municipales se expidieran sobre el proyecto de ley -doy 
por descontado que lo conocen- dada su envergadura, pregunto si hay alguna otra Comisión, además 
de esta, que pueda recibirlo. ¿Por qué otra instancia deliberativa pasaría este proyecto de ley en el 
ámbito parlamentario, además de la Comisión de Constitución y Legislación del Senado? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El trámite resuelto por el Senado sobre este proyecto de ley ha sido su pasaje 
a esta Comisión, que puede informarlo afirmativamente o no, resolver que además debe tratarlo otra 
Comisión, o estudiarlo junto con otra, sesionando en forma integrada. Después lo considerará 
nuevamente el Pleno del Senado, pasando luego a la Cámara de Representantes, en donde se le dará 
el tratamiento correspondiente. 


Como se ha dicho, me parece conveniente recabar la opinión de la señora Intendenta 
Municipal; si está de acuerdo, la jerarca podría mandar una carta suscribiéndolo o, de lo contrario, 
manifestar en este seno los motivos de su punto de vista. Reitero que si está en un todo de acuerdo - 
sé que lo suscribe- sería bueno que lo expresara en este ámbito o que lo pusiera en conocimiento de 
esta Comisión a través de una carta, para que quedara registrado formalmente en la versión 
taquigráfica. El resto del trámite parlamentario es normal: si hay voluntad política se aprueba y, si no la 
hay, por supuesto que no tendrá andamiento. 


Este asunto puede pasar por muchas Comisiones, desde la de Ganadería, Agricultura y Pesca 
hasta la de Salud Pública, pero en general el trámite es que el tema se considere en una sola de ellas; 
las Bancadas saben qué es lo que se está tratando en cada Comisión, y si algún señor Senador se 
quiere sumar a la discusión, naturalmente puede hacerlo. En la Bancada del Frente Amplio 
comentamos los temas que están en tratamiento y supongo que en la del Partido Colorado y en la del 
Partido Nacional harán lo propio. En este caso, este punto quedaría en el Orden del Día; para la 
semana que viene se repartiriían los comparativos y comenzaríamos a discutirlo. A la vez, deberíamos 


recabar la opinión de la futura Intendenta; si ella tuviera dudas, nos diera un punto de vista distinto o 
prefiriera aprobar este tema después de su asunción, lo trasmitiríamos a la Comisión. 


Resumiendo, para la semana que viene se repartirán los comparativos y la señora Secretaria 
informará sobre lo que conversé con la Intendenta electa de Montevideo. 


El tercer punto del Orden del Día refiere al análisis de los elementos aportados por los 
integrantes de la Asociación de Controladores de Tránsito Aéreo del Uruguay. Creo que este tema es 
delicado, por lo que habría que analizar cómo lo vamos a abordar. Además, hay que destacar que han 
comenzado a llegar a esta Comisión varios temas que debemos tratar con cierta urgencia. El de los 
controladores está relacionado con aspectos presupuestales, y desde ya adelanto que si los 
integrantes de la Comisión estuvieran dispuestos a estudiar un proyecto de Estatuto, en ninguno de 
sus puntos podría estar el aspecto económico. Es decir, el Estatuto deberá estar separado de los 
factores económicos, que deberán analizarse presupuestalmente. Entonces, lo primero que se me 
ocurre es enviar al Ministerio de Defensa Nacional la versión taquigráfica de lo expresado aquí, 
conjuntamente con los elementos aportados por los controladores, solicitándole una consulta a dicha 
Cartera en cuanto a si considera oportuno o no el análisis para la confección de un Estatuto del 
funcionario controlador aéreo. Esa sería una información aportada por el Ministerio, y luego los 
parlamentarios analizaríamos si corresponde o no dicho análisis. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- En relación al asunto de los Controladores Aéreos, debo decir que, 
en parte, tiene que ver con lo presupuestal, pero también existe un tema de fondo que quisiera 
compartir y que es la especificidad de la función que cumplen. Realmente -y dejando de lado los 
aspectos presupuestales- considero que se les debería reconocer un escalafón especial y que, a la 
vez, deberían tener un Estatuto especial, más allá de los matices de cómo sería este. Aquí se ha dicho 
algo que es muy cierto: la responsabilidad del Controlador Aéreo es similar a la del Capitán de Vuelo, 
dado lo delicado de la función. Esta profesión es la que genera más estrés desde el punto de vista 
laboral. Hay que tener en cuenta que existe un déficit de Controladores Aéreos y, además, tenemos el 
problema de la migración. Entonces, creo que sería bueno enviar todos estos elementos al Ministerio 
de Defensa Nacional, a los efectos de conocer su opinión, pero también este Senador quiere dejar la 
constancia de que entiende que debería existir un Estatuto especial para los Controladores Aéreos 
independientemente, repito, de los aspectos presupuestales. Pienso que aún estamos a tiempo de 
considerar estos temas, porque si un día no tenemos a estos profesionales, ahí sí vamos a tener un 
problema, porque los deberemos llamar de otro país y pagar mucho más de lo que estamos pagando 
ahora. 


SEÑORA MOREIRA.- Aclaro que no entiendo del tema Controladores Aéreos, pero viví de cerca la 
crisis que hubo con ellos en Brasil, que se prolongó durante mucho tiempo y causó una creciente 
conciencia pública sobre su existencia y sus dificultades para trabajar. 


Entonces, al igual que el señor Senador López Goldaracena, creo que deberíamos darnos un 
tiempo para, incluso, examinar a nivel de los partidos el tema del Estatuto. Hay una decisión que le 
compete al Ministerio de Defensa Nacional, en la medida en que este tema se encuentra dentro de sus 
competencias, pero también entiendo que debe intervenirse a nivel político, ya que es posible que 
surjan más problemas además de los que ya se han generado. Digo esto, en parte, por esa impresión 
que me ha dejado el tema de los Controladores Aéreos en otros países y que el Uruguay no ha vivido, 
por lo menos en esa escala. 


Por consiguiente, ya que no hay un estado de conciencia pública sobre el tema, creo que 
debe haber un estado de conciencia política, para lo cual será necesario darnos una instancia de 
discusión política antes de tomar cualquier decisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que debería haber un Estatuto de los Controladores Aéreos y, en ese 
sentido, me parece que deberíamos enviar al señor Ministro la versión taquigráfica de la sesión 
pasada, el material que los propios Controladores Aéreos nos dejaron y esta parte de la versión 
taquigráfica de hoy, junto con una solicitud en el sentido de que nos haga conocer su opinión sobre la 
elaboración de un Estatuto de los Controladores Aéreos, pero sin tomar en cuenta el tema 
presupuestal. Quizás esto nos lleve dos o tres meses, y en ese lapso seguramente recibiremos una 
respuesta del Ministerio que, en caso de ser afirmativa, implicará que el Parlamento reciba un proyecto 
que seguirá el trámite correspondiente. No hay que olvidar, además, que los Controladores Aéreos 
plantearon su problema en esta Comisión y también en la de Defensa Nacional. 


Ahora bien, en caso de que el Ministerio de Defensa Nacional no asuma potestades en este 
asunto -pensamos que sí debería hacerlo porque es lo mejor, ya que nosotros no somos especialistas 
en la materia, como sí lo son quienes actúan en esa Cartera, y deberíamos estar investigando acerca 
de todas las aristas del problema- este Cuerpo debería analizar mucho material, legislación 
comparada, otros estatutos, etcétera, y sabemos que todo ese trabajo requiere una enorme 
especialización. En definitiva, si dentro de dos o tres meses el Ministerio no asume competencia en 
este tema, cada Bancada reflexionará sobre ello, pero repito que me parece que lo mejor es que de 
esto se haga cargo esa Cartera. 


Por otra parte, cuando sea necesario abordar el tema presupuestal, con o sin el Estatuto, 
sabremos que los problemas con los Controladores Aéreos se van a dar de cualquier manera y quizá 
de forma aún más grave, porque se van a buscar soluciones apresuradas, tal como ha sucedido en 
otras áreas de la sociedad uruguaya. Sabemos que en esos casos se toman decisiones que afectan 
seriamente a los involucrados y después resulta mucho más difícil resolver la situación. Creo que 
podemos dar la oportunidad al Ministerio de Defensa Nacional para que asuma competencia en este 
asunto y, en caso de no ser así, cada Bancada determinará la posición a adoptar. 


SEÑOR PASQUET.- Confieso que tengo ciertas dudas acerca de la competencia de esta Comisión 
para entender en este asunto, porque a mi juicio el tema que interesa más a la delegación de 
Controladores Aéreos que nos visitó es el presupuestal, si bien está vinculado también a lo relativo al 
Estatuto. Pienso que en esto hay resortes que corresponden a la Comisión de Defensa Nacional y 
también a la de Transporte y Obras Públicas. No obstante, confieso que al mismo tiempo me preocupa 
la situación de las personas que con todo derecho nos han planteado sus inquietudes. De pronto 
podríamos tomar el camino de la consulta al Ministerio de Defensa Nacional para saber a qué 
atenernos, pero en lugar de hacerlo por escrito, lo cual va a insumir meses, quizás el señor Presidente 
podría coordinar la visita del señor Ministro a la Comisión a efectos de que nos explique qué se va a 
hacer con este tema. De esa manera podremos saber rápidamente qué posición adoptar y qué 
podremos responder a los Controladores Aéreos cuando nos pregunten qué se resolvió en torno al 
planteo que nos hicieron. Creo que no sería bueno, hasta para la propia imagen de la Comisión, 
decirles durante meses que estamos esperando que nos contesten desde el Ministerio de Defensa 
Nacional. Francamente, considero que para zanjar esta cuestión sería preferible tener la posibilidad de 
responderles por sí o por no; o que vamos a seguir trabajando en el tema o que deben dirigirse a la 
Comisión de Presupuesto o la que sea pertinente. 


Concretamente, propongo que la Presidencia se contacte con el señor Ministro de Defensa 
Nacional para invitarlo a concurrir a la Comisión, en una fecha a convenir, con el propósito de resolver 
esta cuestión lo antes posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que al señor Senador Pasquet le asiste razón en cuanto a que este 
tema no debió ingresar a esta Comisión, sino a la de Asuntos Laborales y Seguridad Social, a la de 
Presupuesto, o a la de Defensa Nacional. 


Mi propuesta es que se envíe la consulta por escrito al Ministerio de Defensa Nacional y, a la 
vez, una carta de respuesta a quienes nos visitaron, diciéndoles que tomamos determinado curso, que 
estamos esperando la posición del Ministerio, que en principio la Comisión tiene una opinión sobre el 
tema y que luego se analizaría a qué Comisión le compete estudiar este asunto. Pero tengo ciertas 
dudas en cuanto a llamar al señor Ministro de Defensa Nacional y abordar el tema en esta Comisión, 
entre otras cosas porque comienzan a llegar proyectos para su análisis. No hay que olvidar que esta 
Comisión funciona de 14 y 30 a 16 horas, en general, y que va a considerar muchos proyectos. Entre 
la Comisión de Constitución y Legislación y la Comisión de Hacienda, se va a tratar el 85% de los 
proyectos que ingresen al Poder Legislativo. En consecuencia, cada vez que tengamos una visita o 
que solicitemos la concurrencia de representantes del Poder Ejecutivo para formular consultas, el 
estudio de esos proyectos se verá demorado. Ni que hablar si después la Comisión toma potestad 
sobre los proyectos de reforma del Código del Proceso Penal y de las normas penales. 


SEÑOR DA ROSA.- En primer lugar, quiero señalar que comparto lo expresado por el señor Presidente 
en el sentido de que debemos tener cuidado de no ingresar en una materia de la cual conocemos muy 
poco y, en segundo término, la esencia de este problema tiene mucho que ver -así lo manifestó la 
delegación que concurrió a la Comisión- con los recursos presupuestales. 


De acuerdo a nuestra organización constitucional, desde la famosa Reforma Naranja de 1966, 
gran parte o casi el cien por ciento de las iniciativas en materia presupuestal, de recursos, de 
autorizaciones de gastos, etcétera, son de iniciativa exclusiva del Poder Ejecutivo. Incluso, podemos 
correr el riesgo, tal como ha sucedido en más de una oportunidad, de sancionar leyes que después 
sean inconstitucionales porque no tuvieron iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Creo que la forma expeditiva de manejar este tema sería mandarlo rápidamente al Ministerio 
de Defensa Nacional, solicitándole que lo tenga presente con cierta prioridad, entre otras cosas porque 
el tiempo que resta para la elaboración del Presupuesto y su ingreso al Parlamento no es demasiado; 
si no me equivoco, en agosto entraría el proyecto para su consideración. Si esto es así y si queremos 
colaborar para solucionar el problema -que estoy seguro es el ánimo de todos- el camino más lógico 
sería enviar el tema al Ministerio de Defensa Nacional, no solamente para conocer su punto de vista, 
sino también para que sus nuevas autoridades tomen el debido recaudo; dicho de otra manera, si 
consideran que es un tema grave, urgente y prioritario, que planteen la correspondiente iniciativa para 
la previsión de recursos a los efectos de su consideración en el Presupuesto. De lo contrario, no 
podremos avanzar, porque por más que aprobemos un hermoso estatuto, si no están los recursos o la 
solución al problema económico, que es lo que ellos nos plantearon, nos quedaremos con el estatuto y 
no adelantaremos nada. Me parece que en este caso tendríamos que trabajar en coordinación con el 
Poder Ejecutivo y ver qué piensa hacer el Ministerio de Defensa Nacional, porque los interesados lo 
plantean como un tema grave y urgente que debe tener una rápida respuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Complementando la propuesta del señor Senador Da Rosa, creo que 
deberíamos enviar copia de esa carta a quienes nos visitaron. No digo que con esto demos por 
zanjado este tema -porque puede tener otros capítulos- pero lo cierto es que la Comisión recibió a la 
delegación, elevó esas actas, marcó su preocupación y manifestó que si el Ministro la comparte, 
también debería concurrir con antelación, a los efectos de considerar aspectos presupuestales. 
Entonces, tendríamos que enviar una carta a quienes nos visitaron, a la que se tendría que adjuntar 
una copia de lo que la Comisión elevó al Ministro con relación al Estatuto del Funcionario y a los temas 
presupuestales, si el Ministerio lo considera conveniente. Luego cada Bancada verá si seguimos 
estudiando este tema y en qué Comisión lo vamos a radicar; si el Ministro da una contestación, 
tendremos que analizarla, pero me parece que esta Comisión no debería dedicar más tiempo en este 
asunto. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Estoy de acuerdo con lo que ha manifestado el señor Presidente y 
pienso que de esa forma se podría llegar a un acuerdo. Entiendo además el espíritu del señor Senador 
Pasquet y creo que sería una forma rápida de zanjar este tema. 


Sin ánimo de entrar en una discusión particular en cuanto a la competencia del Ministerio de 
Defensa Nacional en relación con los Controladores Aéreos, quiero dejar la siguiente constancia. En la 
documentación que nos dejara la delegación que nos visitó se plantea la posibilidad de crear una 
persona pública no estatal, y creo haber hecho en la Comisión alguna referencia a ese punto 
planteando mi preocupación. En ese sentido, sería interesante conocer la opinión del Ministerio de 
Defensa Nacional en cuanto al futuro de los Controladores Aéreos y su inserción institucional. 


Al mismo tiempo, si me permiten los señores Senadores, sin pretender introducir un tema que 
no figura en el Orden del Día, pero que tiene relación con los Controladores Aéreos, quiero decir que 
en la Constitución de la República figura una norma, el literal E) de las Disposiciones 
Transitorias y Especiales -a mi juicio, vigente- que dispone que todos los aspectos vinculados a la 
aviación civil deberían estar en la órbita del Ministerio de Transporte, Comunicaciones y Turismo, como 
se llamaba en aquel entonces. Con esto no quiero entrar en el debate de si los Controladores Aéreos 
hacen o no aviación civil, pero hay un aspecto que es competencia de esta Comisión, claramente 
vinculado al tema de la Defensa Nacional e indirectamente relacionado con los Controladores Aéreos: 
me refiero a la aviación civil. Todavía no sabemos si la aviación civil va a seguir o no dependiendo del 
Ministerio de Defensa Nacional. Adelanto mi opinión de que es inconstitucional su ubicación 
institucional, es decir, en la órbita de ese Ministerio. Si vamos a cursar desde esta Comisión una carta 
al Ministro de Defensa Nacional sobre la problemática de los Controladores Aéreos, me gustaría que 
se hiciera referencia al literal E) de las Disposiciones Transitorias y Especiales de la Constitución de la 
República, por el cual todo lo relacionado con la aviación civil debería estar en la órbita del Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas. Si bien el Poder Ejecutivo puede delegar esto por decreto fundado, no 
lo puede asignar a otro Ministerio, so pena de estar violando la Constitución. Esto va a cuenta para 
cuando se trate la problemática de la aviación civil. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- En definitiva, hay consenso en el sentido de enviar al señor Ministro las 
versiones taquigráficas de la reunión anterior y del día de hoy -en la que constan las distintas 
reflexiones que nos ha merecido este punto- adjuntando una nota en la cual señalamos que, 
primariamente, estamos de acuerdo con que se lleve adelante el estudio de un Estatuto del 
Controlador Aéreo, a la vez que solicitamos que se tomen las previsiones correspondientes -si se cree 
adecuado- a los efectos del presupuesto que enviará a la brevedad el Poder Ejecutivo. Del mismo 
modo, se dejará constancia de que la resolución se tomó por unanimidad y de que también se envió 
una copia a la Asociación de Controladores de Tránsito Aéreo del Uruguay. 


A continuación, deberíamos pasar a considerar el cuarto punto del orden del día. A mi juicio, 
este tema tendríamos que abordarlo la semana que viene con la presencia del Ministro Bonomi. 


SEÑOR PASQUET.- Ese tema no figura en el orden del día. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón; ¿todavía no ingresó ese proyecto de ley? 


SEÑORA SECRETARIA.- Ese tema entró al Senado, pero todavía no llegó a la Secretaría de la 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que, de todos modos, la Comisión debería citar al señor Ministro Bonomi 
para la semana que viene, con el objetivo de que dé su opinión sobre ese texto. También sugiero que 
mañana se reparta a todos los señores Senadores el texto aprobado en la Cámara de Representantes. 
Cuando leí el orden del día de la Comisión, pensé que ya estaba incluido el tema relativo a la 
emergencia carcelaria. La señora Secretaria me aclara que todavía no ha llegado a la Comisión pero, 
de todos modos, creo que no deberíamos esperar 15 días más sino que, la semana próxima, 
tendríamos que recibir al señor Ministro. Hago esta propuesta, más allá de que el próximo martes se dé 
entrada formal a este asunto. En síntesis, la semana que viene escuchamos la opinión del señor 
Ministro sobre el tema, se le hacen las preguntas correspondientes y la otra semana comenzamos con 
la discusión. En cuanto al siguiente punto del orden del día, creo que difícilmente podremos abordarlo. 


SEÑORA MOREIRA.- Tengo la impresión de que van a seguir llegando más y más asuntos a la 
consideración de esta Comisión -parece que a este ámbito llega todo o casi todo lo que tiene que ver 
con las normas, los Códigos, la Constitución o las leyes- y quisiera que buscáramos la forma de 
intercalar la discusión sobre los proyectos de reforma del Código Penal y del Código del Proceso 
Penal. Si ya tenemos los documentos, propongo -y lo pongo a consideración de quienes estamos 
presentes en esta Comisión- que en algún momento recibamos la visita de alguien que nos haga una 
exposición sucinta sobre cuáles son los principales puntos del proyecto de reforma, a los efectos de 
poder dar inicio a esta discusión y luego ir conformando una agenda. Formulo esta propuesta, sobre 
todo para quienes no conocemos demasiado el Código del Proceso Penal ni el Código Penal. 


SEÑOR DA ROSA.- Comparto la propuesta de la señora Senadora Moreira, pero no estoy seguro de 
qué sería más conveniente: si hacer esto en forma inmediata o aguardar hasta la negociación 
presupuestal -que estará planteada en estos días- entre la Suprema Corte de Justicia y el Poder 
Ejecutivo. Pienso que con un poco más de espera, los miembros de la Suprema Corte de Justicia -que 
deberían ser convocados en primer lugar- podrán venir con un panorama más completo sobre las 
posibilidades de asignación de rubros y decirnos en qué situación está la situación presupuestal, en 
virtud de la labor que estarán haciendo con el Poder Ejecutivo. Vuelvo a insistir: este tema está 
íntimamente ligado a la disponibilidad de recursos. 


En mi opinión, la reforma del Código del Proceso Penal es una gran necesidad para el país 
porque nos estamos quedando atrás, en forma bastante preocupante, con respecto a las legislaciones 
comparadas en esta materia. Pero también tengo claro que de nada vale que aprobemos una nueva 
legislación si después no están los medios para su instrumentación; eso sería una especie de fracaso 
institucional, una frustración porque, por un lado, sancionamos un código y, por otro, no entra en 
vigencia. 


Por lo tanto, suscribo la moción planteada por la señora Senadora Moreira, pero pienso que 
convendría esperar a que se tuviera claro el tema de la negociación presupuestal para que quienes 
vengan nos puedan brindar un panorama más completo en esta materia y así poder determinar cuándo 
y hasta dónde nos introducimos en un tema que seguramente nos llevará mucho tiempo. Repito que de 
nada sirve que lo aprobemos si no vamos a tener los medios y los recursos como para implementarlo. 
La legislación puede ser muy buena, pero quienes hemos tenido una actividad ejecutiva sabemos que, 
si no están los medios o los recursos, nos podemos quedar con hermosas normas que, finalmente, son 
un saludo a la bandera porque no se concretan de acuerdo con las expectativas de la opinión pública o 
con aquellas que los medios de prensa generan en la gente. 


Reitero: suscribo la moción presentada en el sentido de llamar a la Suprema Corte de Justicia 
de una forma más sincronizada -quizás no de manera inmediata, sino dentro de un tiempo prudencial- 
a los efectos de recibir información completa con respecto a cómo va la negociación presupuestal y a 
la disponibilidad parcial o total de los recursos necesarios para implementar el nuevo Código del 
Proceso Penal. 


SEÑOR PASQUET.- Señor Presidente: vuelvo a insistir en un tema que me parece fundamental, el cual 
es que el Poder Ejecutivo tome la iniciativa y remita al Parlamento el proyecto de ley de creación del 
Código del Proceso Penal; sería una expresión fehaciente de que se quiere ir hacia adelante con este 
tema. De no ser así -lo cual es una posibilidad, que podría deberse a equis razones, por ejemplo, a los 
recursos, a la filosofía sobre la norma, al momento que vive la sociedad con relación al tema de la 
seguridad, o a la razones que fuera- no tendría sentido que, una vez más, el Parlamento y los 
operadores jurídicos comenzaran a trabajar sobre este tema. Recordemos que esto ya ha ocurrido 
otras veces; hubo determinados proyectos sancionados que no entraron en vigencia, pero mientras 
tanto hubo gente que estudió, que se preparó realizando actividades académicas y, finalmente, todo 
quedó en nada. Me parece que no tiene sentido repetir esa experiencia, y por eso entiendo que 
primero debe haber una manifestación de voluntad política de parte del Poder Ejecutivo, enviando al 
Parlamento de un proyecto de ley donde se nos diga que se quiere aprobar un nuevo Código del 
Proceso Penal. En este sentido, comento que, en oportunidad de contar con la presencia del señor 
Presidente de la República con motivo del anuncio de un acuerdo al que se llegó recientemente, me 
encontré con el Secretario de la Presidencia, quien me manifestó que estaba por mandar el proyecto 
de ley del Poder Ejecutivo; le dije al doctor Breccia que me alegraba escuchar esas palabras, porque 
había pensado pedirle una audiencia para hablar un poco del tema. Volví a consultarlo sobre si enviaba 
el proyecto e insistió en que lo haría en estos días; sin embargo, han transcurrido ya unos cuantos y la 
iniciativa no ha llegado. 


Necesitamos esa concreción para empezar a trabajar en el asunto. Una vez que se haya 
dado, deberíamos citar, en primer lugar, a la Comisión de Reforma que elaboró el proyecto para que 
nos ilustre acerca de las grandes líneas, sin perjuicio de que después nos pueda asesorar en cada 
capítulo y en cada tema en particular, porque hay varias cosas que se modifican respecto a lo que es el 
ordenamiento actual. En la Comisión está la gente que ha estudiado el tema, que lo conoce de primera 
mano y que seguramente nos va a poder aportar elementos útiles para las consideraciones que 
hagamos. Por supuesto que también correspondería citar a la Suprema Corte de Justicia y a la Fiscalía 
de Corte -a esta última no debemos perderla de vista, porque el Ministerio público está llamado a tener 
un papel muy importante en el nuevo Código- pues ambas han trabajado ya en la estimación de lo que 
serían los costos de la reforma. Hasta donde llega mi información, la Fiscalía de Corte ya entregó al 
Ministerio de Educación y Cultura su propia estimación -no conozco qué cifra maneja- por lo que hay 
una primera aproximación al costo del proyecto de ley desde la perspectiva del Ministerio Público. La 
Suprema Corte de Justicia tiene una Comisión que trabaja en ello y pienso que, a esta altura, ya debe 
haber terminado, porque hace tiempo que estaban abocados a esta tarea. Creo, además, que ambos 
grupos de trabajo se iban a reunir para cotejar las estimaciones, cruzar los datos y tener una visión 
global. Quiere decir que se está trabajando. Cuando decidamos convocarlos, seguramente aportarán 
elementos de interés y de utilidad para nuestra labor, pero -vuelvo al comienzo- el Poder Ejecutivo nos 
tiene que decir si quiere llevar esto adelante o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si se me permite, quiero decir lo siguiente. 


En estos dos proyectos de ley, el Poder Ejecutivo es corredactor, pero además, en uno de 
ellos no se puede avanzar si no tiene la iniciativa presupuestal. Concretamente, el proyecto relativo al 
Código Penal se puede estudiar, discutir y sancionar, aunque no lo haya mandado el Poder Ejecutivo, 
pues no tiene un correlato económico; sin embargo, en el caso de la otra iniciativa, si no se pone el 


dinero, no existe. Por lo tanto, dado que viene la etapa presupuestal y teniendo en cuenta que hasta 
ahora no se ha incluido en el orden del día el tema vinculado a la emergencia carcelaria -al que creo 
que debemos dar respuesta- creo que primero que nada podríamos convocar al Secretario de la 
Presidencia para que formalmente transmita si eso va a venir o no. Si la iniciativa no llega, todo lo que 
estudiemos no servirá de nada. Por ello sería bueno que asistiera y nos dijera cuál va a ser la agenda, 
si se presentará el año que viene o cuando sea. En todo caso, lo escuchamos formalmente y se toma 
la versión taquigráfica de sus palabras. 


Por lo tanto, habrá que analizar -tengamos en cuenta que en época de Presupuesto se 
suspenden las sesiones de todas las Comisiones- si los efectos económicos van a ser tenidos en 
cuenta en este Presupuesto -o a partir de 2012- o en los próximos. Ahí sabremos qué tiempo 
tendremos para aprobar el proyecto referido al Código del Proceso Penal. Además, debemos 
coordinar el régimen de trabajo porque esto no lo arreglamos con “una horita y media” por semana; 
debemos escuchar mucho y todos vamos a aprender. Independientemente de lo que vamos a oír, aquí 
existen definiciones políticas gruesas que no serán resueltas por ningún Catedrático ni la Suprema 
Corte de Justicia. En Uruguay se dice que el proceso es lento, que la condena se tiene muchos años 
después o que, en ocasiones, se libera a la persona sin haberse dictado la condena. Lo cierto es que si 
un individuo fue procesado, está fuera de circulación en sociedad pues su libertad fue afectada, se 
compruebe o no su inocencia. 


SEÑOR DA ROSA.- En Uruguay, un procesamiento equivale a un procesamiento de condena. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Exacto, señor Senador. 


Es tan expeditiva la Justicia uruguaya -si se la toma de esta manera y no de la otra, es decir, 
cuando hay sentencia y prueba- que un Juez puede procesar en 24 ó 48 horas, contando con ciertos 
elementos, creyendo que tiene semiplena prueba. Con el nuevo Código -si se aprueban algunas de 
las propuestas- se podría lograr que las personas queden libres por un mes o mes y medio y podría 
ocurrir que la sociedad uruguaya -que está inclinada hacia la idea de que todos los que cometen delito 
deben ir presos- vea este cambio como un debilitamiento de la Justicia, aunque todos sabemos que, en 
realidad, estamos ordenando el Código del Proceso Penal para ser más justos y comprometer solo a 
las personas realmente implicadas. Hay decisiones políticas gruesas que van a impactar en la 
sociedad y que no necesariamente se van a leer como nosotros creemos. Decimos que el proceso es 
lento cuando lo cierto es que a los ojos de la población es muy expeditivo. También manifestamos que 
la gente no tiene condena cuando todo el mundo dice, a las 24 horas, que “Fulano de Tal” es el 
culpable. Me parece que, además, se van a tomar decisiones de Bancada, porque esta no es una 
resolución jurídica sino que, insisto, es una gruesa decisión de la sociedad uruguaya. No solo se 
postergó porque no había recursos; se postergó también por la lucha de poder entre los Fiscales y los 
Jueces. Además, se trató de dilucidar qué efectos tiene la lucha contra el delito de rapiña. Repito que 
se trata de un tema bien complejo. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Creo que el señor Presidente tocó aspectos que hacen a 
elementos medulares de la reforma. A título personal quiero adelantar que este proyecto tiene un gran 
trabajo de la Asociación de Fiscales, de la Suprema Corte de Justicia, de los especialistas en el tema, 
pero también tiene un gran sentido común. 


Lo expresado por el señor Presidente hace unos instantes quedaría subsanado porque habría 
procesos tan rápidos que la persona, en lugar de ser procesada y presa, sería condenada en 
determinados supuestos, es decir, cuando en las primeras 48 horas se pudo obtener toda la prueba. 
Esto sería un avance fantástico en cuanto a la sinceridad del sistema. Por su parte, esto presenta 
ventajas en otros aspectos como, por ejemplo, en el hecho de que el Juez que dicta sentencia no es el 
mismo operador que investiga. Para nosotros -aclaro que cuando digo “nosotros”, no me refiero a los 
operadores jurídicos, sino a la ciudadanía y al sistema político- esta es una reforma trascendente y 
necesaria. Me parece correcto que existan variables políticas a considerar, de las cuales hoy por hoy 
no cuestiono ninguna de las que ha señalado el señor Presidente como algo que pueda demorar el 
tratamiento del proyecto de ley. 


Entiendo que en este caso se requiere iniciativa del Poder Ejecutivo, pero incluso desde el 
punto de vista constitucional, uno podría llegar a preguntarse que si habiendo existido la iniciativa en 
otro período, es necesario que se la vuelva a presentar cuando el proyecto fue archivado. Esto es algo 


que no tengo suficientemente claro. Creo que una vez que el proyecto de ley contó con iniciativa del 
Poder Ejecutivo y luego fue archivado, el propio Parlamento puede retomarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Cuando hablamos de iniciativa, nos referimos al período en que se planteó, 
porque uno no puede retomar una iniciativa del año 1934. Si no estuviéramos en instancias 
presupuestales, no sé si este proyecto de ley necesitaría de la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Creo que habría que examinar el tema, porque los proyectos que 
requieren mayorías especiales -lo cual implica determinados equilibrios políticos- y no se sancionan en 
el mismo período de Gobierno, se archivan. Eso lo tenemos claro, pero en este caso no sé si el 
proyecto de ley fue presentado con iniciativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los dos proyectos de ley no necesitan iniciativa del Poder Ejecutivo; los que sí 
la necesitan, son los gastos. Nosotros podemos presentar proyectos de ley, pero si no contamos con la 
iniciativa del Poder Ejecutivo sobre los gastos -tanto en la instancia presupuestal como fuera de ella- 
serían inconstitucionales. 


SEÑORA MOREIRA.- ¿Los proyectos de ley traen una previsión de gastos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto de Reforma del Código Penal tiene consecuencias indirectas; por 
ejemplo, uno podría prever que en el futuro se tienen que hacer más cárceles. 


SEÑOR DA ROSA.- Nuestro sistema constitucional vigente reserva la iniciativa y control del Poder 
Ejecutivo en prácticamente todo lo que tiene que ver con los gastos, erogaciones y disponibilidad de 
recursos. Si no hubiera iniciativa del Poder Ejecutivo, corremos el riesgo de sancionar leyes que 
impliquen incrementos de gastos lo que, a su vez, nos llevaría a aprobar leyes inconstitucionales. 
Personalmente considero que habría que profundizar más en el tema; si no fuera por esta razón, no 
tendríamos ningún impedimento para tomar la iniciativa y comenzar a discutirla, ya que la legislación 
en materia penal y procesal no es privativa del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si solo implicara modificaciones en el Poder Judicial y éste nos enviara la 
iniciativa correspondiente en la instancia presupuestal -porque tiene autonomía para hacerlo- no 
habría problemas constitucionales. El tema es que la reforma implica a otros sectores. 


SEÑOR DA ROSA.- El señor Presidente tiene experiencia en la materia, tanto desde la oposición como 
desde el oficialismo, y como es sabido, la experiencia enseña que, generalmente, por más que se 
envíen los dos Presupuestos -es decir, el del Poder Ejecutivo y el de los organismos del artículo 220 de 
la Constitución- a nivel político termina primando uno de ellos en la discusión y, en definitiva, es el que 
cuenta con mayor consenso político en la Comisión de la Cámara correspondiente. De modo que 
aunque se envíe un proyecto de ley de la Suprema Corte de Justicia, si llegado el momento no cuenta 
con las mayorías requeridas en el ámbito legislativo, tampoco sirve de mucho a los efectos prácticos. 


En esta materia debemos tener claro que hay que trabajar en forma concatenada con las 
directivas existentes en materia presupuestal y la disponibilidad de recursos que dicte el Poder 
Ejecutivo, porque así lo ha consagrado la Constitución de la República. No me place mucho 
manifestarlo porque represento a la oposición, pero esa es la realidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no tiene sentido lograr “a prepo”, del Poder Ejecutivo o del Poder 
Judicial, una reforma de esta índole, porque entiendo que debe consensuarse debidamente. 


SEÑOR DA ROSA.- Estoy de acuerdo, señor Presidente. 


SEÑOR PASQUET.- En lo que tiene que ver con el tema del Código del Proceso Penal, si bien no 
requiere iniciativa del Poder Ejecutivo y, por tanto, podemos aprobarlo, hasta que no se disponga de 
una estructura orgánica que le dé respaldo -hay que tener en cuenta que esto implica la creación de 
cargos, de Juzgados y el nombramiento de Fiscales- no se podrá aplicar, aun cuando se lo incluya en 
el Presupuesto. 


Tampoco tendría sentido aprobar igualmente el Código y dejarlo pronto, disponiendo que 
entrara en vigencia el 1? de enero de 2013, porque eso ya se ha hecho y sabemos que, en definitiva, 
se estaría jugando con la gente y malgastando nuestro tiempo. Además, ¿qué razón de ser tendría 
decir a los operadores jurídicos que entrará a regir cuando aún no están los recursos para ponerlo en 
funcionamiento? Es por esa razón que volvemos al principio, esto es, a que el Poder Ejecutivo nos diga 
qué quiere hacer y, sobre esa base, trabajar en el nuevo Código; de lo contrario, nos lamentaremos por 
no tenerlo. 


SEÑORA MOREIRA.- Precisamente ese es el punto que nos interesa: saber qué procedimiento 
emplearemos para discutir el Código del Proceso Penal y el Código Penal. Está la alternativa de la 
dependencia máxima del Poder Ejecutivo, porque en cada uno de los temas que hemos tratado 
siempre hemos estado convocando a sus representantes. Entonces, se podría solicitar la 
comparecencia del doctor Breccia, o que el señor Presidente realizara una consulta sobre las 
intenciones del Poder Ejecutivo con respecto al proyecto de ley. El estudio del tema va a llevar mucho 
tiempo, por la magnitud de las reformas a introducir, por lo que nos interesa darnos una forma de 
considerarlo hasta que sea enviado, si es que efectivamente el asunto está en carpeta. 


SEÑOR PASQUET.- Sucede que esos temas se archivan una vez que termina la Legislatura; por tanto, 
en la actual no tenemos una iniciativa. 


SEÑORA MOREIRA.- Lo entiendo, pero si doy por descontado que existe voluntad política del Poder 
Ejecutivo, habida cuenta de que hay un documento de consenso, podemos darnos el espacio de 
discusión para tener una exposición inicial sobre el proyecto de ley mientras esperamos que sea 
enviado al Parlamento. Es una propuesta sobre un procedimiento a seguir en este tema. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo que una vez terminado el estudio del proyecto de ley sobre 
emergencia carcelaria y el de creación de la Unidad Alimentaria de Montevideo, convoquemos 
formalmente al doctor Breccia -porque no quiero tener sobre mis espaldas la responsabilidad de que 
“me lo dijo a mí”- para que comunique al Parlamento si el Poder Ejecutivo enviará el proyecto de ley 
sobre modificación del Código del Proceso Penal y, en caso afirmativo, en qué fecha lo haría. Si así 
ocurriera, sugiero que abordemos -porque tendrá un capítulo de creación de cargos, entre otros 
aspectos, porque no hay otra forma de implementarlo- ese proyecto de ley en primer término, 
independientemente de que, aun cuando no haya llegado, comencemos con algunas de las iniciativas 
mencionadas por la señora Senadora Moreira. Si el Poder Ejecutivo nos expresa que no lo va a enviar, 
o que no lo va a hacer este año, podríamos abordar el tema del Código Penal comenzando, por 
ejemplo, por escuchar a quienes nos puedan ilustrar sobre las conclusiones a las arribó la Comisión 
creada por ley en setiembre u octubre de 2005. Ahora bien, si el Poder Ejecutivo nos manifiesta que 
para el tema del Código del Proceso Penal sí va a enviar un proyecto, en lo personal me inclinaría por 
tratar esa iniciativa. Si bien uno de los temas puede ser más complejo y delicado, no tiene aspecto 
presupuestal, y me parece más conveniente abordar el tema del dinero cuando estemos analizando el 
Presupuesto. 


SEÑOR PASQUET.- Considero que debemos convocar al Secretario de la Presidencia ni bien 
hayamos resuelto el tema de la emergencia carcelaria. Debo decir que no esperaba el tema de la 
Unidad Alimentaria; creo que es un asunto complejo y quizás le debamos dedicar mucho tiempo. En 
concreto, pienso que tal vez en quince días podríamos estar convocando al Secretario de la 
Presidencia para saber a qué atenernos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Resumo, entonces, los pasos a seguir. Culminada la discusión del tema 
relativo a la emergencia carcelaria -independientemente de que el asunto de la Unidad Alimentaria esté 
en el orden del día- convocaremos al Secretario de la Presidencia para consultar su opinión sobre el 
tema del Código del Proceso Penal y también sobre el del Código Penal. Luego continuaremos 
analizando los puntos del Orden del Día y discutiremos en función de lo que el Secretario de la 
Presidencia exprese en esta Comisión. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 17 minutos) 
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Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


